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Se declara abierta la sesión a las 15.15 horas. 
 
 
 

Aprobación del orden del día 
 

1. Queda aprobado el orden del día. 

Decisión de Comité Especial de 13 de junio de 2005 
relativa a Puerto Rico (continuación) 
(A/AC.109/2006/L.7 y A/AC.109/2006/L.3) 
 

  Proyecto de resolución A/AC.109/2006/L.7 
 (continuación) 

 

2. El Presidente invita al Comité a adoptar una de-
cisión sobre el proyecto de resolución 
A/AC.109/2006/L.7 presentada por sus patrocinantes 
en la sesión anterior, y señala a la atención el informe 
del Relator sobre este tema (A/AC.109/2006/L.3). 

3. El Sr. Maleki (República Islámica del Irán), ha-
blando en explicación de su posición antes de adoptar 
la decisión, expresa su apoyo al proyecto de resolución 
y solicita que se apruebe sin votación. 

4. Queda aprobado por consenso el proyecto de re-
solución A/AC.109/2006/L.7. 

5. La Sra. Núñez de Odreman (República Boliva-
riana de Venezuela), hablando para explicar su posición 
sobre el proyecto de resolución que acaba de aprobar-
se, observa que Puerto Rico, con una fuerte identidad 
nacional que persistió durante todo el período de su 
ocupación colonial, tiene el derecho absoluto de de-
terminar su propio destino y de escoger la independen-
cia. La supresión del movimiento independentista de 
Puerto Rico por parte de los Estados Unidos, y su re-
ciente asesinato de Filiberto Ojeda Ríos, son actos de 
agresión contra todo el continente de América Latina. 
Los Estados Unidos deben poner fin a su represión, li-
berar a todos los presos políticos y cesar toda actividad 
militar en Vieques. 

6. El Sr. Malmierca Díaz (Cuba) observa que desde 
un principio, las luchas por la independencia de Cuba y 
de Puerto Rico han estado inextricablemente vincula-
das: desde el siglo XIX sus patriotas las han apoyado 
mutuamente y ambos países enfrentaron la invasión por 
un enemigo común. Aun cuando la resolución que aca-
ba de aprobarse no incluye algunas observaciones que 
Cuba ha propuesto —entre ellas, una referencia concre-
ta al asesinato del líder independentista Ojeda Ríos y 
una exhortación a que la consideración de la cuestión 
de Puerto Rico se incluya como tema separado del pro-
grama del plenario de la Asamblea General— expresa 

el compromiso general en pro de un país hermano y 
constituye un homenaje a sus grandes líderes, que 
combatieron durante más de un siglo por el derecho del 
país a la libre determinación y la independencia. 

  Audiencia de peticionarios (continuación)  
(Aide-mémoire 03/06 y Add.1 y 2 

 

7. El Presidente dice que justo antes de que vencie-
ra el plazo se recibió una solicitud de audiencia del 
Sr. Eduardo Villanueva Múñoz (Comité de Derechos 
Humanos de Puerto Rico) y, por consiguiente, dicha 
solicitud no fue incluida en el aide-mémoire 
03/06/Add.2. Si no hay objeciones, Presidente entende-
rá que el Comité desea acceder a lo solicitado. 

8. Así queda acordado. 

9. Por invitación del Presidente, la Sra. Ramírez 
(United States Citizens from Puerto Rico, Inc.) toma 
asiento a la mesa de los peticionarios. 

10. La Sra. Ramírez (United States Citizens from 
Puerto Rico, Inc.) dice que es la Vicepresidenta del 
Nuevo Partido Progresista, que representa a más de 
950.000 votantes, pero que las opiniones que expresará 
son totalmente personales. Es un error suponer que 
Puerto Rico tiene gobierno propio, dado que el Con-
greso de los Estados Unidos aplica leyes a Puerto Rico 
sin pedir su consentimiento. Puerto Rico, a diferencia 
de los estados que constituyen los Estados Unidos, ca-
rece de voz en el Congreso, pues sólo cuenta con un 
delegado sin derecho de voto. El Poder Ejecutivo del 
Gobierno de los Estados Unidos, por conducto del 
Grupo de trabajo designado por el Presidente, reco-
mendó que el Congreso sancione un referéndum en que 
se pregunte a los puertorriqueños si desean permanecer 
bajo el control unilateral del Congreso. No obstante, el 
Congreso no ha tomado ninguna medida sobre la base 
de esa recomendación. 

11. Las razones de la inacción son claras. El Congre-
so es objeto de intensas gestiones por parte de compa-
ñías multinacionales, las cuales, pese a los estragos 
causados a la economía local al amparo de oportunida-
des impositivas, desean continuar sus actividades libres 
de impuestos en Puerto Rico y, por consiguiente, se 
oponen a todo cambio en el estatuto territorial de Puer-
to Rico. En verdad, la persona que representa al Go-
bernador de Puerto Rico y defiende el estatuto territo-
rial ante el Comité Especial, es al mismo tiempo un 
abogado en ejercicio privado de su profesión, emplea-
do por esas compañías. Además, ese abogado también 
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habló en nombre de la elite territorial nativa que, por 
ser de los medios de difusión, los bancos y las compa-
ñías de seguros, aprovecha su gravitación económica 
para preservar el statu quo, mientras se van deterioran-
do los niveles de vida y las condiciones sociales en la 
isla. 

12. En 1993 y 1998 se celebraron referendos para tra-
tar de lograr un estatuto no territorial para Puerto Rico, 
pero las fuerzas mencionadas gastaron millones de dó-
lares en persuadir al electorado de que no apoyara la 
propuesta. No obstante, nadie que viva ahora en la isla 
apoya la situación territorial existente, salvo quienes 
obtienen pingües ganancias gracias a ella. 

13. La única solución es que el Comité Especial for-
mule un llamamiento al Congreso de los Estados Uni-
dos a fin de que actúe de inmediato para poner fin al 
estatuto territorial de Puerto Rico. Los millones de ciu-
dadanos estadounidenses de Puerto Rico no quieren la 
independencia; en cambio, quieren ver la quincuagési-
ma primera estrella agregada a la bandera de los Esta-
dos Unidos. 

14. La Sra. Ramírez se retira. 

15. Por invitación del Presidente, el Sr. Torres Platet 
(Gran Oriente Nacional de Puerto Rico) toma asiento 
a la mesa de los peticionarios. 

16. El Sr. Torres Platet (Gran Oriente Nacional de 
Puerto Rico) exhorta a que la cuestión del derecho in-
alienable de los puertorriqueños a la libre determina-
ción sea sometida a consideración de la Asamblea Ge-
neral. La falta de libre determinación en Puerto Rico 
causó una grave declinación económica y política y la 
deuda de la administración colonial impuso grandes 
padecimientos al pueblo puertorriqueño. Además, las 
inminentes pérdidas de empleos en la administración 
seguramente precipitarán una crisis social. 

17. Los Estados Unidos siguen haciendo ofrecimien-
tos ficticios de resolver la cuestión del estatuto político 
de Puerto Rico —el más reciente de los cuales es el in-
forme del Grupo interinstitucional de trabajo sobre el 
estatuto de Puerto Rico—, sofocando al mismo tiempo 
al país con altas tasas de interés sobre su deuda, inti-
midando a los proponentes de cambios sociales, inten-
sificando la represión contra los presos políticos y, en 
el caso del luchador por la independencia Filiberto 
Ojeda Ríos, recurriendo al asesinato. El pueblo 
de Puerto Rico tiene derecho a desempeñar el papel 

principal en un correcto proceso conducente a la libre 
determinación. 

18. La situación del pueblo puertorriqueño empeora 
cada año, a medida que el modelo colonial se va tor-
nando cada vez más obsoleto. En consecuencia, la or-
ganización Gran Oriente Nacional reafirma el inaliena-
ble derecho del pueblo puertorriqueño a la libre deter-
minación y la independencia; exige que los Estados 
Unidos reconozcan el proceso mediante el cual el pue-
blo puertorriqueño trata de ejercer ese derecho; y exige 
la inmediata liberación de los presos políticos Oscar 
López y Carlos Alberto Torres y la cesación de las ac-
ciones represivas contra los puertorriqueños. También 
apoya las opiniones sobre el proyecto de resolución 
A/AC.109/2006/L.7 expresadas en la sesión anterior 
por el representante de Causa Común Independentista y 
Comité Puerto Rico en la Organización de las Naciones 
Unidas. 

19. El Sr. Torres Platet se retira. 

20. Por invitación del Presidente, el Sr. Velgara 
(Campaña de Apoyo a Vieques) toma asiento a la mesa 
de los peticionarios. 

21. El Sr. Velgara (Campaña de Apoyo a Vieques) 
dice que la situación en Vieques es el más flagrante 
ejemplo de la destrucción y la devastación que caracte-
rizan al colonialismo. Aun cuando el polígono de bom-
bardeo en Vieques está ahora cerrado, la Armada de los 
Estados Unidos sigue haciendo todo lo posible para 
eludir la descontaminación de la tierra. Persiste la pre-
sencia militar, al igual que su influencia política. Mien-
tras tanto, las empresas de los Estados Unidos están es-
camoteando el futuro del pueblo de Vieques por varias 
generaciones venideras. 

22. La Armada de los Estados Unidos admitió que en 
los últimos meses había detonado 20 toneladas de ex-
plosivos en Vieques, lo cual liberó grandes cantidades 
de contaminantes en zonas pobladas; las detonaciones 
continúan. Esas actividades, de las que son cómplices 
los organismos federales de los Estados Unidos y el 
Gobierno colonial de Puerto Rico, sólo pueden caracte-
rizarse con arreglo al derecho internacional como cri-
minales y causantes de genocidio. Como resultado de 
la contaminación, la tasa de incidencia del cáncer en 
Vieques es superior en 27% a la tasa en la principal isla 
de Puerto Rico. 
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23. Las cuatro exigencias del pueblo de Vieques  
—desmilitarización, descontaminación, devolución y 
traspaso de las tierras y desarrollo sostenible en manos 
del pueblo— siguen siendo pertinentes y necesarias. 
No obstante, el pueblo de Vieques padece desplaza-
mientos y privaciones económicas, como resultado del 
despojo de sus tierras por las empresas. Con el pretexto 
de la lucha contra el terrorismo, se mantiene el estatuto 
colonial de Puerto Rico y la Potencia colonizadora ha-
ce caso omiso sistemáticamente de la lamentable situa-
ción de Vieques. El pueblo de Puerto Rico ahora está 
planteando una quinta exigencia: descolonización, que 
es su derecho inalienable. El pueblo de Vieques y el de 
Puerto Rico lo merecen plenamente. 

24. El orador habría deseado que en el proyecto de 
resolución que acaba de aprobarse se condenara la cre-
ciente represión del movimiento independentista, y 
también el asesinato de Filiberto Ojeda Ríos. Además, 
exhorta a que se libere a los presos políticos Haydee 
Beltrán, Oscar López Rivera, Alberto Torres, Antonio 
Camacho Negrón y José Pérez González, que están re-
cluidos en cárceles de los Estados Unidos. Por último, 
el orador exhorta al Comité Especial a que ponga el es-
tatuto de Puerto Rico a consideración de la Asamblea 
General, de modo de centrar la atención de la comuni-
dad internacional en la necesidad de descolonización. 

25. El Sr. Velgara se retira. 

26. Por invitación del Presidente, la Sra. Brassell 
(United for Vieques, Puerto Rico) toma asiento a la 
mesa de los peticionarios. 

27. La Sra. Brassell (United for Vieques, Puerto  
Rico) dice que durante los últimos seis años, ha apoya-
do al pueblo de Vieques y ha participado en la campaña 
para que se ponga fin a la contaminación de la isla re-
sultante de la actividad militar. A su vez, el pueblo de 
Vieques demostró su solidaridad con muchos otros 
pueblos de todo el mundo que se encontraban en cir-
cunstancias similares. El bombardeo de Vieques por la 
Armada de los Estados Unidos, que en 1999 causó la 
muerte de David Sanes, se interrumpió hace tres años. 
No obstante, el pueblo de la isla sigue luchando por 
que se satisfagan sus cuatro exigencias. 

28. La primera de esas exigencias es la desmilitariza-
ción: si bien los bombardeos han cesado, las municio-
nes sin explotar implican amenazas de mayor contami-
nación, creando un continuo riesgo para las vidas y la 
salud del pueblo de Vieques. Con respecto a la descon-
taminación, la Armada de los Estados Unidos sigue 

eludiendo su responsabilidad de descontaminar, mien-
tras el pueblo de Vieques ha sido excluido del proceso 
de adopción de decisiones al respecto. Se siguen libe-
rando en el medio ambiente muchas toxinas nocivas 
que causan varias enfermedades graves. Además, la 
Armada de los Estados Unidos sigue manteniendo en 
Vieques una estación de “radar por encima del horizon-
te” que podría reubicarse y que tiene suficiente poder 
para modificar las pautas meteorológicas. 

29. Con respecto a la devolución y traspaso de las tie-
rras, el pueblo de Vieques ha sido excluido de las deci-
siones sobre el uso de las tierras, que están ahora en ju-
risdicción del Fish and Wildlife Service (Servicio de 
peces y especies silvestres) de los Estados Unidos. En 
lo concerniente al desarrollo, en los tres años transcu-
rridos desde que cesaron los bombardeos, la economía 
de Vieques se ha deteriorado. La embestida por parte 
de inmobiliarias y especuladores para comprar edifi-
cios, tierras y empresas está elevando los precios, que 
ya no pueden costear los habitantes de Vieques en su 
propia patria. Va en aumento el desempleo y muchos 
no tienen otra opción sino marcharse de la isla. 

30. La oradora exhorta al Comité Especial y a la co-
munidad internacional a que brinden su apoyo para 
ayudar al pueblo de Vieques a obtener satisfacción a 
sus cuatro exigencias, así como la paz y la justicia que 
merecen. 

31. La Sra. Brassell se retira. 

32. Por invitación del Presidente, el Sr. Pesquera Se-
villano (Movimiento Independentista Nacional Hosto-
siano) toma asiento a la mesa de los peticionarios. 

33. El Sr. Pesquera Sevillano (Movimiento Inde-
pendentista Nacional Hostosiano) dice que, después de 
la última presentación del Movimiento ante el Comité 
Especial, no ha cambiado la actitud imperialista de los 
Estados Unidos con respecto a Puerto Rico. En sep-
tiembre de 2005, el luchador independentista Filiberto 
Ojeda Ríos fue asesinado durante una incursión de los 
agentes de la Federal Bureau of Investigation (Oficina 
Federal de Investigaciones) (FBI) de los Estados Uni-
dos. Después de que el Sr. Ojeda Ríos hubo sido herido 
de bala, se le negó asistencia médica y se lo abandonó 
para que muriera a raíz de sus heridas. En febrero de 
2006, durante ulteriores incursiones de la FBI en las 
viviendas y las empresas de conocidos luchadores in-
dependentistas, los malos tratos físicos a los miembros 
de la prensa suscitaron la condena internacional. 
La FBI se negó a cooperar con la investigación de sus 
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acciones por parte del Gobierno de Puerto Rico y de-
claró que sus agentes están por encima de la ley. 

34. La economía de Puerto Rico, que depende de la 
de los Estados Unidos, está en bancarrota y la situación 
se agrava debido a las restrictivas leyes sobre fletes 
impuestas al país. En consecuencia, es de la máxima 
urgencia que se ponga fin al sistema colonial. El orador 
solicita que la cuestión se someta a consideración de la 
Asamblea General. 

35. Si bien el Movimiento apoya en términos genera-
les el proyecto de resolución A/AC.109/2006/L.7, con-
sidera lamentable que el texto legitime el informe del 
Grupo interinstitucional de trabajo sobre el estatuto de 
Puerto Rico, dado que ese informe infringe los princi-
pios establecidos acerca de que toda iniciativa para la 
solución del estatuto de Puerto Rico debe originarse en 
el propio pueblo de Puerto Rico. Además, el informe 
perpetúa una falsedad: que la anexión es una opción 
válida, lo cual contraviene las disposiciones de las re-
soluciones 1514 (XV) y 1541 (XV) de la Asamblea 
General. El párrafo 6 del proyecto de resolución debe-
ría haberse referido a “la urgencia” en lugar de “la es-
peranza” de que la Asamblea General examine la cues-
tión de Puerto Rico. Por último, el texto debería haber 
condenado el asesinato de Filiberto Ojeda Ríos. 

36. El orador reitera el apoyo del Movimiento a la 
convocación de una asamblea constitucional sobre el 
estatuto de Puerto Rico y exhorta a que se libere inme-
diatamente a todos los puertorriqueños actualmente en-
carcelados debido a sus actividades independentistas. 

37. El Sr. Pesquera Sevillano se retira. 

38. Por invitación del Presidente, el Sr. Bhatia  
(Administración de Asuntos Federales de Puerto Rico) 
toma asiento a la mesa de los peticionarios. 

39. El Sr. Bhatia (Administración de Asuntos Fede-
rales de Puerto Rico) dice que el informe del Grupo in-
terinstitucional de trabajo sobre el estatuto de Puerto 
Rico fue repudiado por ser un intento de ayudar a 
quienes desean anexar Puerto Rico y convertirlo en el 
quincuagésimo primer estado, contra la voluntad de la 
mayoría del pueblo puertorriqueño. El informe hace 
caso omiso de precedentes judiciales en los tribunales 
federales que datan de varios decenios, así como de los 
compromisos internacionales asumidos por los Estados 
Unidos. Como resultado del informe, se han presentado 
al Congreso de los Estados Unidos dos proyectos de 

ley, ambos con el propósito de lograr la anexión me-
diante supercherías. 

40. El Gobierno del Commonwealth de Puerto Rico 
se opone firmemente a ambos proyectos de ley y pro-
pugna, en cambio, la convocación de una asamblea 
constitucional sobre el estatuto de Puerto Rico. El Co-
mité Especial reconoció en diversas resoluciones ese 
mecanismo, que cuenta con el apoyo de gran parte de 
la sociedad puertorriqueña, así como de una creciente 
cantidad de miembros del Congreso de los Estados 
Unidos. Se presentaron dos proyectos de ley que apo-
yan la convocación de una asamblea constitucional so-
bre el estatuto de Puerto Rico, uno en el Senado y el 
otro en la Cámara de Representantes. 

41. La asamblea constitucional sobre el estatuto de 
Puerto Rico estaría integrada por delegados elegidos 
por el pueblo de Puerto Rico y propondría al Congreso 
de los Estados Unidos o bien un nuevo convenio de 
asociación, o bien un convenio enmendado, o bien la 
admisión de Puerto Rico como quincuagésimo primer 
estado de la Unión, o bien una declaración de indepen-
dencia. Si el Congreso aprobara la libre determinación, 
la propuesta se presentaría entonces al pueblo de Puer-
to Rico para su aprobación mediante referéndum. Si el 
Congreso o el pueblo de Puerto Rico rechazaran la li-
bre determinación, el Gobierno de Puerto Rico debería 
convocar una nueva asamblea constitucional. 
La asamblea constitucional sobre el estatuto de Puerto 
Rico seguiría reuniéndose hasta que un referéndum 
adoptara una propuesta de libre determinación, con 
una resolución conjunta del Congreso de los Estados 
Unidos que apoyara la propuesta. 

42. El Sr. Bhatia se retira. 

43. Por invitación del Presidente, el Sr. Nenadich 
(Consejo Nacional para la Descolonización) toma 
asiento a la mesa de los peticionarios. 

44. El Sr. Nenadich (Consejo Nacional para la Des-
colonización) dice que el objetivo de su organización 
es lograr la libre determinación de Puerto Rico, en 
cumplimiento de las leyes internacionales existentes. 
Su organización está integrada por personas de diferen-
tes municipalidades y no está afiliada a ningún partido 
u organización de índole política. 

45. En diciembre de 2005, el Grupo interinstitucional 
de trabajo sobre el estatuto de Puerto Rico, designado 
por el Presidente de los Estados Unidos, emitió un in-
forme en que declara que Puerto Rico, de conformidad 
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con la Constitución de los Estados Unidos, es “un terri-
torio” y, por consiguiente, está sujeto a la autoridad del 
Congreso en virtud de la cláusula territorial de la Cons-
titución. Esa admisión por parte de un comité oficial de 
la Casa Blanca invalida la resolución 748 (VIII) de la 
Asamblea General, en la cual se determinó que Puerto 
Rico había logrado un nuevo estatuto de gobierno pro-
pio y que, como consecuencia de esos cambios consti-
tucionales, el Gobierno de los Estados Unidos dejaría 
de transmitir información a las Naciones Unidas sobre 
esa colonia. El mencionado informe contiene otras de-
claraciones que confirman la condición colonial de 
Puerto Rico; esas declaraciones requieren la inmediata 
aplicación de las disposiciones del derecho internacio-
nal, de conformidad con la resolución 1514 (XV) de la 
Asamblea General. 

46. El Gobierno de los Estados Unidos tiene la obli-
gación moral de aclarar ante el Comité si Puerto Rico 
dejó de ser un Territorio colonial sujeto a la cláusula 
territorial de su Constitución, o si sigue siendo una co-
lonia sujeta a la autoridad del Congreso, como se indi-
ca en el informe. Si Puerto Rico sigue siendo una colo-
nia, el Gobierno de los Estados Unidos está obligado al 
cumplimiento de las disposiciones vigentes del derecho 
internacional y debe transferir todos los poderes al 
pueblo de ese Territorio. El Comité tiene la obligación 
de solicitar a la Asamblea General que rescinda la reso-
lución 748 (VIII) de la Asamblea General y las Nacio-
nes Unidas deben explicar al mundo por qué razón tar-
daron 50 años en aclarar el malentendido. Finalmente, 
las Naciones Unidas deben exigir que el Gobierno de 
los Estados Unidos libere inmediatamente a todos los 
presos políticos puertorriqueños. 

47. En conclusión, las Naciones Unidas y el Comité 
deben cumplir con sus propias disposiciones y obligar 
a los Estados Unidos a retirarse de inmediato de Puerto 
Rico. Además, las Naciones Unidas deberían designar a 
una comisión internacional que supervisara el proceso 
de descolonización e impidiera que los Estados Unidos 
impusieran a Puerto Rico condiciones que podrían obs-
taculizar su independencia. 

48. El Sr. Nenadich se retira. 

49. Por invitación del Presidente, el Sr. Estrada 
(Partido Socialista de los Trabajadores) toma asiento a 
la mesa de los peticionarios. 

50. El Sr. Estrada (Partido Socialista de los Trabaja-
dores) dice que la administración colonial ha tenido 
brutales consecuencias para el pueblo puertorriqueño. 

Su partido exhorta al Gobierno de los Estados Unidos a 
que libere de inmediato a todos los luchadores inde-
pendentistas puertorriqueños recluidos en cárceles de 
los Estados Unidos. La vasta mayoría de los ciudada-
nos estadounidenses tienen interés en el éxito de la lu-
cha por la independencia de Puerto Rico; en la medida 
en que Puerto Rico continúe bajo el dominio colonial 
de Washington, se debilitará la capacidad de lucha y la 
solidaridad del movimiento de la clase trabajadora en 
los Estados Unidos. En verdad, los trabajadores de to-
do el mundo tienen un opresor y un enemigo común, 
los multimillonarios que dominan los Estados Unidos y 
su Gobierno. 

51. Los gobernantes de los Estados Unidos, que vi-
ven a costillas del trabajo y los recursos de millones de 
personas de todo el mundo, tuvieron el desparpajo de 
decir al pueblo puertorriqueño que la independencia 
sólo acarrearía su ruina. Pero Cuba revolucionaria ha 
probado que es posible obtener una auténtica indepen-
dencia respecto del imperialismo de los Estados Uni-
dos, asumiendo el poder político e iniciando una revo-
lución socialista. Si el Comité condenara el régimen 
colonial de Washington sobre Puerto Rico, esto benefi-
ciaría los intereses de la mayoría de los ciudadanos es-
tadounidenses y de todos quienes luchan por el derecho 
a la libre determinación. 

52. El Sr. Estrada se retira. 

53. Por invitación del Presidente, el Sr. Rodríguez 
Banchs (Frente Socialista de Puerto Rico) toma asien-
to a la mesa de los peticionarios. 

54. El Sr. Rodríguez Banchs (Frente Socialista de 
Puerto Rico) dice que ya es hora de poner fin a más de 
un siglo de colonialismo de los Estados Unidos en 
Puerto Rico. Aun cuando la isla ha logrado algún grado 
de gobierno propio, los Estados Unidos siguen contro-
lando esferas de importancia crítica, como la defensa, 
las relaciones internacionales y diplomáticas, el comer-
cio y la inmigración. El poder de determinar el estatu-
to político del país también permanece en manos del 
Gobierno de los Estados Unidos. 

55. El informe del Grupo interinstitucional de trabajo 
sobre el estatuto de Puerto Rico, que se dio a conocer 
en diciembre de 2005, llega a la conclusión de que 
Puerto Rico es “un territorio de los Estados Unidos su-
jeto a la voluntad del Congreso” y que “el Congreso 
podría legislar directamente con respecto a cuestiones 
locales o determinar la estructura gubernamental de la 
isla”. Esas declaraciones indican claramente que 
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en 1953, los Estados Unidos mintieron cuando declara-
ron ante las Naciones Unidas que la creación del 
Commonwealth había puesto fin a la relación colonial 
entre Puerto Rico y los Estados Unidos. 

56. El Frente Socialista de Puerto Rico acoge con 
agrado la resolución propuesta y solicita que, tan pron-
to como sea posible, el caso de Puerto Rico se someta a 
consideración de la Asamblea General. Tiene impor-
tancia crucial volver a incorporar a Puerto Rico en la 
lista de Territorios no Autónomos. Finalmente, el Fren-
te Socialista exhorta a la liberación incondicional de 
las personas encarceladas en los Estados Unidos por 
razones políticas. 

57. El Sr. Rodríguez Banchs se retira. 

58. Por invitación del Presidente, el Sr. Dalmau  
Ramírez (Partido Popular Democrático) toma asiento 
a la mesa de los peticionarios. 

59. El Sr. Dalmau Ramírez (Partido Popular Demo-
crático) señala que su partido se ha creado para lograr 
la libre determinación y la autonomía del pueblo puer-
torriqueño, y que el pueblo, que mantuvo su identidad 
nacional frente al colonialismo desde principios del si-
glo XIX, nunca dejará de luchar por la democracia. La 
Constitución de 1952, en virtud de la cual Puerto Rico 
ejerció su derecho soberano a establecerse como Esta-
do Libre Asociado en un pacto de Commonwealth con 
los Estados Unidos, no debería utilizarse para bloquear 
ningún futuro adelanto sobre la cuestión del estatuto 
político del país, que todavía se sigue debatiendo, des-
pués de 50 años. 

60. En los tres plebiscitos celebrados al respecto, el 
pueblo puertorriqueño no se inclinó ni a por la anexión 
ni por la independencia, sino más bien, por la autono-
mía. Su propio Partido Popular Democrático rechaza 
cualquier solución colonial y propugna un Common-
wealth más amplio, sobre la base de los principios de 
soberanía, asociación y responsabilidades compartidas 
con los Estados Unidos. Aun cuando los Estados Uni-
dos se han comprometido a respetar la voluntad del 
pueblo, en la práctica no han facilitado el ejercicio de 
la libre determinación. En verdad, dado el reciente es-
tablecimiento por el Presidente de los Estados Unidos 
del Grupo interinstitucional de trabajo sobre el estatuto 
de Puerto Rico, parecería que se está tratando de alterar 
el equilibrio. El informe del Grupo de trabajo plantea 
una lamentable agenda antidemocrática desprovista de 
toda base jurídica, que promueve una idea muy limita-
da de los derechos de los puertorriqueños y una idea 

muy ampliada de las facultades del Congreso de los 
Estados Unidos. 

61. La comunidad internacional tiene una responsabi-
lidad respecto de Puerto Rico y debe actuar sin tardan-
za. Ha llegado el momento de someter la cuestión de 
Puerto Rico a consideración del plenario de la Asam-
blea General, de modo que los Estados Unidos deban 
rendir cuentas de la cuestión a las Naciones Unidas, 
para que Puerto Rico pueda llevar a término la agenda 
que comenzó a aplicarse en 1952. 

62. Su partido está a favor de la convocación de una 
asamblea constitucional a fin de determinar la manera 
más eficaz y democrática de resolver la cuestión del es-
tatuto político de Puerto Rico. Su partido exhorta al 
Comité Especial a que afirme inequívocamente el dere-
cho del pueblo de Puerto Rico a la libre determinación; 
condene firmemente todo intento de conculcar ese de-
recho; apoye el mecanismo de la asamblea constitucio-
nal, proclamando que toda solución relativa al estatuto 
político debe proceder del pueblo de Puerto Rico; y so-
licite que la cuestión de Puerto Rico sea debatida en la 
Asamblea General. 

63. El Partido Popular Democrático, bajo la conduc-
ción del Presidente y Gobernador de Puerto Rico, ha 
trazado un nuevo rumbo hacia una solución. Los Esta-
dos Unidos deben procurar una solución acorde con su 
honorable tradición democrática y no con un bochorno-
so resurgimiento imperialista. Las Naciones Unidas, 
por su parte, tienen el deber histórico de apoyar un au-
téntico proceso de libre determinación en Puerto Rico. 

64. El Sr. Dalmau Ramírez se retira. 

65. Por invitación del Presidente, el Sr. Irizarry  
(Estudiantes de Derecho Hostosianos Pro Independen-
cia) toma asiento a la mesa de los peticionarios. 

66. El Sr. Irizarry (Estudiantes de Derecho Hosto-
sianos Pro Independencia) dice que los Estados Unidos 
no han establecido relaciones políticas normales con 
Puerto Rico, sino que han impuesto un régimen colo-
nial brutalmente represivo sobre los puertorriqueños de 
todas las orientaciones políticas. En sucesivas resolu-
ciones de la Asamblea General se reconoció el derecho 
de todo país a la libre determinación, se reafirmó el de-
recho intrínseco de los pueblos coloniales a luchar por 
todos los medios necesarios a su disposición contra las 
Potencias coloniales que suprimen sus aspiraciones a 
la libertad y la independencia, y se reconoció que los 
Territorios no Autónomos tienen un estatuto jurídico 
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distinto, de conformidad con el derecho internacional. 
En consecuencia, la organización de estudiantes de de-
recho que representa el orador solicita que la Asamblea 
General considere en sesión plenaria la cuestión de 
Puerto Rico como colonia de los Estados Unidos. 

67. Recientemente, los Estados Unidos intensificaron 
sus intentos históricamente represivos de aplastar todos 
los movimientos populares de liberación de Puerto Ri-
co, utilizando métodos que incluyen el asesinato políti-
co, el bombardeo del territorio puertorriqueño, la ex-
plotación de sus recursos naturales, el dictado de sen-
tencias severas contra presos políticos y la participa-
ción de jóvenes puertorriqueños en sus guerras. Por 
ejemplo, cualquier acto de desobediencia civil que rea-
licen los jóvenes para protestar contra las actividades 
militares de los Estados Unidos en Vieques, o las de-
mostraciones estudiantiles contra programas de reclu-
tamiento militar en recintos universitarios, suscitan ac-
ciones punitivas o incluso sentencias de prisión injusti-
ficadas. Asimismo, se ha ejercido una fuerza innecesa-
ria contra proyectos de arte público que denuncian el 
asesinato de Ojeda Ríos. Cabe señalar que las autori-
dades normalmente toleran o hacen caso omiso de las 
protestas públicas de todo tipo, salvo cuando se trata de 
protestas políticas contra las acciones de los Estados 
Unidos. 

68. En consecuencia, dado que la represión es ob-
viamente una condición propia de una colonia, los jó-
venes de Puerto Rico han tomado conciencia de que no 
hay otra opción sino luchar por el derecho a ser libres. 
La comunidad internacional es cómplice de la aniqui-
lación del pueblo de Puerto Rico en los aspectos cultu-
ral, político, económico y social, y los Estados Unidos 
seguirán suprimiendo a quienes luchen por un país li-
bre mientras la comunidad internacional les permita 
seguir haciéndolo. 

69. El Sr. Irizarry se retira. 

70. Por invitación del Presidente, la Sra. Valdez de 
Lizardi (Puertorriqueños ante la ONU, Inc.) toma 
asiento a la mesa de los peticionarios. 

71. La Sra. Valdez de Lizardi (Puertorriqueños ante 
la ONU, Inc.) dice que desea destacar dos concep-
tos erróneos que han estado planteando año tras año 
ante el Comité algunos ciudadanos estadounidenses re-
sidentes en Puerto Rico, como medio de ejercer pre-
sión política sobre los Estados Unidos a fin de que im-
pongan la independencia al pueblo de Puerto Rico, una 

independencia que ese pueblo no desea y que rechazó 
reiteradamente. 

72. El primer argumento es que Puerto Rico es una 
colonia y tiene derecho a la libre determinación y la 
independencia. Aun si se considera que Puerto Rico es 
una colonia —pese a que los puertorriqueños han sido 
ciudadanos de los Estados Unidos desde 1917 y tienen 
estatuto de Commonwealth desde 1952— es claro que 
la libre determinación podría fácilmente conducir a dos 
opciones que excluyen la independencia: continuar el 
estatuto de Commonwealth, o integrarse como un esta-
do más. En verdad, en las elecciones celebradas cada 
cuatro años a partir de 1952, los candidatos que favo-
recen la independencia han obtenido menos del 5% de 
los votos y nunca eligieron un solo representante; y 
obviamente, si los puertorriqueños decidieran cambiar 
su estatuto actual optarían por convertirse en un estado 
de los Estados Unidos. 

73. El segundo argumento falso es que los Estados 
Unidos imponen el uso del inglés para fomentar sus 
objetivos colonialistas, mientras que son los separatis-
tas quienes tratan de promover su agenda limitando el 
uso del inglés en las escuelas y en la vida diaria, a fin 
de mantener al pueblo puertorriqueño aislado y fomen-
tar sus propios propósitos represivos. 

74. Las Naciones Unidas no deben incluir a Puerto 
Rico en la lista de Territorios no Autónomos, dado que 
Puerto Rico tiene un estatuto político especial y se ha 
beneficiado con la cultura, la tecnología, el sistema 
monetario y el idioma de los Estados Unidos y, en es-
pecial, su protección, gracias a la cual los puertorri-
queños tienen la estabilidad política que posibilitó que 
prevaleciera la voluntad de la mayoría en el proceso 
electoral e impidió que una minoría impusiera su vo-
luntad mediante un golpe de Estado. 

75. La integración, no la separación, es lo que res-
ponde al interés de todos. La cuestión de Puerto Rico 
es una cuestión nacional que deben resolver el Congre-
so de los Estados Unidos y el pueblo de Puerto Rico 
mediante el proceso electoral de libre determinación. 
El Comité Especial debería, a lo sumo, observar ese 
proceso. 

76. La Sra. Valdez de Lizardi se retira. 

77. Por invitación del Presidente, el Sr. Baquero Na-
varro (Fundación Acción Democrática Puertorrique-
ña) toma asiento a la mesa de los peticionarios. 
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78. El Sr. Baquero Navarro (Fundación Acción De-
mocrática Puertorriqueña) dice que su organiza-
ción, que es no sectaria y no tiene afiliación política, 
asume la posición de que las actuales relaciones entre 
Puerto Rico y los Estados Unidos de América son de 
índole colonial y que los puertorriqueños, en lugar de 
ser —como mantienen los Estados Unidos— ciudada-
nos estadounidenses residentes en Puerto Rico, siempre 
constituyeron una nacionalidad separada. Junto con 
otros grupos, su Fundación trata de impulsar un proce-
so en que todos los puertorriqueños, vivan donde vivie-
ren, determinen su propio futuro político y que sólo se 
les ofrezcan opciones no coloniales reconocidas por el 
derecho internacional. 

79. Su organización favorece la convocación de una 
asamblea constitucional sobre el estatuto político de 
Puerto Rico, integrada por delegados de todos los sec-
tores de la sociedad puertorriqueña, y no simplemente 
los partidos políticos. Esa asamblea se reuniría a fin de 
estudiar las diversas opciones para las futuras relacio-
nes entre Puerto Rico y los Estados Unidos, mediante 
deliberaciones democráticas bien fundamentadas; en su 
calidad de órgano elegido democráticamente, represen-
taría la soberanía del país y tendría facultades para ne-
gociar eficazmente con el Congreso de los Estados 
Unidos. Tendría la oportunidad de educar al pueblo y 
hacerlo reflexionar sobre las ventajas sociales, políti-
cas, económicas y jurídicas de cada una de las opciones 
relativas al estatuto político; y su mandato no sería lle-
gar a una decisión final, sino efectuar propuestas suje-
tas a un referéndum nacional. 

80. Una asamblea constitucional sería un enfoque en-
teramente nuevo; al parecer, sería el más adecuado para 
resolver la futura relación de Puerto Rico con los Esta-
dos Unidos. Esa solución es preferible a la de peticio-
nar al Congreso mediante un referéndum, debido a que 
la iniciativa para formular propuestas queda en manos 
de los representantes del pueblo y debido a que, a dife-
rencia de un referéndum, que ocurre por una sola vez y 
deja toda iniciativa y todo seguimiento en manos del 
Gobierno de Puerto Rico, sería un mecanismo continuo 
capaz de considerar muchas cuestiones relativas exclu-
sivamente al estatuto político. Sin embargo, si el pue-
blo de Puerto Rico escogiera otro mecanismo como 
procedimiento de libre determinación, su organización 
colaboraría al respecto. 

81. El proceso de libre determinación presupone 
que los Estados Unidos liberen todos los presos políti-
cos recluidos en cárceles de los Estados Unidos y que 

desistan de los intentos de suprimir a los proponentes 
de la independencia, uno de cuyos líderes fue recien-
temente asesinado. Las Naciones Unidas deberían per-
suadir a los Estados Unidos de que pongan fin a su 
dominación colonial de Puerto Rico y permitan que se 
considere la cuestión de Puerto Rico como tema sepa-
rado en el plenario de la Asamblea General. 

82. El Sr. Baquero Navarro se retira. 

83. Por invitación del Presidente, el Sr. Berrios Dávi-
la (Acción Civil para el Status de Puerto Rico, Inc.) 
toma asiento a la mesa de los peticionarios. 

84. El Sr. Berrios Dávila (Acción Civil para el Sta-
tus de Puerto Rico, Inc.) dice que el colonialismo, la 
esclavitud y el racismo impuestos desde 1898 por el 
Gobierno de los Estados Unidos han dejado profundas 
cicatrices, tanto en el pueblo estadounidense como en 
el pueblo puertorriqueño. 

85. Incluso en 1951, el representante político puerto-
rriqueño González Blanes adujo que la Ley No. 600, 
que confirió mayor autonomía al pueblo puertorrique-
ño, no sirvió para resolver su estatuto político. Nada ha 
cambiado desde entonces. Según Richard Thornburg, 
ex Secretario de Justicia de los Estados Unidos y Di-
rector del Domestic Policy Council, el tipo de asocia-
ción a que aspiran algunos movimientos puertorrique-
ños (con nacionalidad separada y facultades de consen-
timiento que exceden las previstas en la legislación fe-
deral) sobrepasa lo que permite la Constitución, inclu-
so a los estados que integran los Estados Unidos. En 
virtud del sistema federal, la Constitución garantiza un 
estatuto permanente exclusivamente a los estados. 

86. A lo largo de los años, se han presentado a la 
aprobación del Presidente y del Congreso de los Esta-
dos Unidos más de 14 versiones de un Commonwealth 
mejorado, pero todas ellas fueron rechazadas. Respon-
día al interés de los Estados Unidos de retener su poder 
sobre Puerto Rico el permitir que el pueblo puertorri-
queño creyera haber dejado de ser un territorio y una 
colonia de los Estados Unidos cuando se le otorgó ma-
yor grado de autonomía y gobierno propio en 1951. 

87. En el año 2000, el parlamentario John T. Doolittle 
introdujo un proyecto de ley en la Cámara de Repre-
sentantes a fin de llevar a la práctica una “Propuesta 
para el desarrollo del Commonwealth de Puerto Rico”, 
aprobada por el Partido Popular Democrático de Puerto 
Rico y apoyada por su Gobernador, Acevedo Vila. En 
virtud de la legislación propuesta, titulada “Ley sobre 
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el Pacto bilateral entre Puerto Rico y los Estados Uni-
dos para la unión no territorial permanente y la ciuda-
danía garantizada”, los puertorriqueños adquirirían la 
ciudadanía estadounidense al nacer y Puerto Rico se-
ría reconocido como país y podría escoger retener al-
gunos poderes en lugar de delegarlos en los Estados 
Unidos de América. Estaría en condiciones de concer-
tar acuerdos impositivos, negociar con otros países y 
participar independientemente en las organizaciones 
internacionales. 

88. Entre los diversos miembros del Comité de Re-
cursos de la Cámara de Representantes que se opusie-
ron al proyecto de ley, el parlamentario Jim Saxton 
opinó que el concepto de un Commonwealth mejorado 
era un intento de obtener capital político engañando al 
pueblo puertorriqueño para que pensara que podía ob-
tener todos los beneficios, derechos y privilegios de los 
ciudadanos, pero sin sus responsabilidades. El parla-
mentario Dan Burton opinó que la propuesta reflejaba 
ignorancia y estrechez de miras y se había elaborado a 
fin de confundir y complicar la cuestión del estatuto 
político. Walter Dellinger sostuvo que la propuesta era 
inconstitucional, ya que el Congreso posee plenas fa-
cultades para gobernar los territorios de los Estados 
Unidos y que cuando nuevos miembros del Congreso 
resultan electos tienen facultades para revisar, enmen-
dar y revocar legislación aprobada por anteriores 
miembros del Congreso. Richard Thornburg y William 
Treanor opinaron que no existe un estatuto político no 
territorial y no colonial y que lo único que existe es o 
bien el estatuto de estado de la Unión o bien el de terri-
torio. William Treanor también opinó que la ciudadanía 
no debía ser transmitida de una generación a la siguien-
te y que los ciudadanos del Commonwealth ampliado 
no debían estar representados en el Congreso, pues éste 
es un órgano compuesto por representantes electos de 
los estados. Richard Thornburg exhortó a que se defi-
niera claramente el concepto de “estatuto político”, da-
do que dicho concepto estaba confundiendo al pueblo 
puertorriqueño y conduciéndolo a creer que podía lo-
grar algo en realidad imposible. El pueblo puertorri-
queño debería o bien tener todos los derechos, prerro-
gativas y responsabilidades conferidas a los ciudadanos 
de los Estados Unidos, o bien estar en condiciones de 
establecer una república libre e independiente. El in-
forme del Grupo interinstitucional de trabajo sobre el 
estatuto de Puerto Rico, emitido el 22 de diciembre de 
2005, destaca la necesidad de aclarar el concepto de 
“territorio” y de reconocer que ser un territorio de los 
Estados Unidos equivale a ser una colonia. 

89. Para concluir, el orador se refiere a la decisión 
unánime adoptada en 1857 por la Corte Suprema en el 
caso Dred Scott v. Sandford, en que afirmaba que la 
Constitución no confiere al Gobierno federal de los Es-
tados Unidos la facultad de establecer, mantener o am-
pliar colonias, a menos que las admita como nuevos es-
tados de la Unión. 

90. El Sr. Berrios Dávila se retira. 

91. Por invitación del Presidente, la Sra. Rexach 
(National Advancement for Puerto Rican Culture) toma 
asiento a la mesa de los peticionarios. 

92. La Sra. Rexach (National Advancement for 
Puerto Rican Culture) dice que Puerto Rico es un no 
declarado quincuagésimo primer estado de la Unión 
debido tanto a estatuto de Commonwealth como a la 
ley de 1917 que confiere a todos los puertorriqueños la 
ciudadanía estadounidense. A fin de completar ese pro-
ceso y otorgar el derecho de voto al pueblo puertorri-
queño, así como el derecho a la representación en el 
Congreso, el Congreso de los Estados Unidos debería 
afirmar de inmediato el estatuto político de Puerto Rico 
como estado de la Unión. No debe darse lugar a las 
ambiciones políticas de unos pocos individuos a ex-
pensas de unos 6 millones de puertorriqueños: 3 millo-
nes que residen en la isla y otros 3 millones residentes 
en la parte continental de los Estados Unidos. 

93. La Sra. Rexach se retira. 

94. Por invitación del Presidente, el Sr. Adames 
(Centro Literario Anacaona) toma asiento a la mesa de 
los peticionarios. 

95. El Sr. Adames (Centro Literario Anacaona) dice 
que la estructura del Gobierno de Puerto Rico es vir-
tualmente idéntica a la de un estado de la Unión; no 
obstante, dado que no tiene estatuto político de estado, 
los residentes en la isla pasan a ser ciudadanos de se-
gunda clase que no pueden ni votar ni estar representa-
dos en el Congreso, aunque están obligados a cumplir 
todos los deberes de la ciudadanía, inclusive el servicio 
militar. En verdad, en algunas guerras de los Estados 
Unidos, han muerto más puertorriqueños que ciudada-
nos de cualquier otro estado. Los puertorriqueños 
que emigran a la parte continental de los Estados Uni-
dos, aunque están sujetos a discriminación, se trans-
forman automáticamente en ciudadanos de primera cla-
se y adquieren el derecho a votar; sin embargo, aun 
cuando sean veteranos de guerra, una vez que regresan 
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a la isla se restaura su condición de ciudadanos de se-
gunda clase. 

96. Si bien actualmente el estatuto político de la isla 
es de Commonwealth, algunos miembros del Comité 
Especial emplean deliberadamente la palabra “colonia” 
a fin de justificar la jurisdicción del Comité, con la in-
tención deliberada de destruir la relación entre Puerto 
Rico y los Estados Unidos y la secreta intención de 
perturbar lo que debería ser una natural progresión his-
tórica y social hacia el estatuto de estado de la Unión. 
El orador exhorta al Congreso de los Estados Unidos a 
que ponga fin a esta discriminación histórica contra la 
isla de Puerto Rico, declarando de inmediato que es el 
quincuagésimo primer estado de la Unión. 

97. La hipocresía política debe terminar. Los puerto-
rriqueños son libres y pueden presentarse ante el Comi-
té para plantear sus reivindicaciones políticas sin nin-
guna limitación. ¿Acaso pueden los cubanos presentar-
se al Comité Especial para protestar contra su falta de 
libertad? Tal vez debería incluirse en el orden del día 
del Comité Especial un tema relativo a la “emergencia” 
en Cuba. 

98. El Sr. Adames se retira. 

99. El Sr. Malmierca Díaz (Cuba), planteando una 
cuestión de orden, dice que no es la primera vez que el 
Sr. Adames ha hecho uso de la palabra ante el Comité 
Especial. También el año anterior su delegación se vio 
obligada a plantear una cuestión de orden en respuesta 
a la declaración falsa e irrespetuosa del peticionario 
acerca de Cuba y hoy, nuevamente, el peticionario 
formula observaciones completamente falsas e inacep-
tables. Su delegación tendrá presente esta circunstancia 
cuando el peticionario presente una solicitud para hacer 
uso de la palabra en futuros períodos de sesiones del 
Comité Especial. 

100. Por invitación del Presidente, la Sra. Grady Flo-
res (Ithaca Catholic Worker Vieques Support Group) 
toma asiento a la mesa de los peticionarios. 

101. La Sra. Grady Flores (Ithaca Catholic Worker 
Vieques Support Group) dice que, por conducto de su 
organización, la oradora contribuye a crear conciencia 
localmente, inclusive en la Universidad de Cornell y el 
Colegio de Ithaca, acerca de la lucha puertorriqueña y 
las cuatro demandas del pueblo de Vieques: desmilita-
rización (cesación de 60 años de bombardeo por la Ar-
mada de los Estados Unidos y eliminación de las muni-
ciones); descontaminación (eliminación de todos los 

materiales peligrosos, inclusive polvo de uranio radiac-
tivo agotado y cascos de proyectiles); devolución (res-
titución y traspaso inmediato de las tierras ocupadas 
por el Servicio de Pesca y Especies Silvestres de los 
Estados Unidos) y desarrollo (inclusión de los ciuda-
danos de Vieques en la planificación y el desarrollo de 
la isla). 

102. El Ithaca Catholic Worker Vieques Support Group 
colaboró en Puerto Rico con varias organizaciones co-
munitarias de Vieques, inclusive el Comité para el 
Rescate y el Desarrollo de Vieques. En el año 2000, la 
oradora participó, como miembro del Christian Pea-
cemaker Team, en una exitosa lucha no violenta en 
Vieques para protestar contra 60 años de bombardeo 
por la Armada de los Estados Unidos. 

103. Las personas que participaron en las protestas de 
desobediencia civil en Vieques estaban convencidas de 
que su lucha estaba estrechamente vinculada con el 
destino de otros pueblos del mundo que también están 
a merced del poder militar y colonial de los Estados 
Unidos. En momentos en que el pueblo puertorriqueño 
está de duelo por la muerte de Filiberto Ojeda Ríos, su 
familia y todos los estadounidenses que tienen escrúpu-
los esperan el veredicto de un jurado del tribunal del 
estado de Nueva York con respecto a St. Patrick’s 
Four, una protesta no violenta contra la invasión y co-
lonización del Iraq. Dos de las hermanas de la oradora 
y su cuñado están encausados. 

104. Como madre de cuatro hijos en edad militar, la 
oradora presta estrecha atención a las consecuencias de 
las guerras emprendidas por los Estados Unidos y sus 
repercusiones. Al asistir al proceso judicial de los acti-
vistas en pro de la paz en Baltimore, antes de viajar a 
Vieques, la oradora tomó conocimiento de los peligros 
creados por el uranio agotado de las armas, que causan 
toxicidad orgánica debido a que los metales pesados se 
combinan con el ADN celular del cuerpo humano para 
causar mutaciones conducentes al cáncer y los defectos 
congénitos. El isótopo U-235 emite rayos alfa radiacti-
vos y dada su concentración, se internaliza 100.000 ve-
ces más rápidamente. 

105. Aun cuando la Armada de los Estados Unidos 
admitió haber disparado en 1999 “sólo 263 andanadas” 
de cascos agotados de uranio y pese a que, en todo ca-
so, las normas del Pentágono prohíben a los militares 
que utilicen uranio agotado en sus prácticas, Ismael 
Guadalupe, presente en esta reunión, fue testigo de 
su uso en tanques ya desde los años 1994 y 1995. La 
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Armada de los Estados Unidos utilizó el avión de caza 
A-10 Warthog, que puede disparar 9.500 andanadas por 
minuto de balas con casquillos de uranio agotado y el 
ingeniero nuclear Frankie Jiménez encontró 11 focos 
de radiactividad en la zona donde se realizaron las 
prácticas de bombardeo de la Armada. En vísperas de 
la guerra del Iraq, la Armada ensayó las famosas bom-
bas Bunker Buster de 500 libras, cubiertas con casqui-
llos de uranio agotado, en la zona de prácticas en la is-
la de Vieques. Cada detonación liberó en la atmósfera 
polvo de uranio agotado y otros contaminantes, que 
luego fueron llevados por los vientos alisios hasta los 
habitantes de Vieques. 

106. Según una encuesta de salud realizada en la pri-
mavera de 2005, en Vieques la tasa de incidencia del 
cáncer es superior en 120% a la tasa en la isla principal 
de Puerto Rico. Rolando García, residente en Vieques 
que trabajó en la base naval de los Estados Unidos du-
rante tres meses en 1999, tiene reacción serológica po-
sitiva a la contaminación con uranio agotado. Padece 
de dolores óseos, y ha perdido el cabello y las pestañas. 
Su esposa perdió su hijo durante el séptimo mes de 
embarazo. Su memoria y sus nervios están afectados, al 
igual que los de los veteranos de la guerra del Iraq 
que sufren los efectos de la contaminación con uranio 
agotado. 

107. La oradora exhorta al Comité Especial a que con-
sidere estas flagrantes pruebas de desprecio por la vi-
da y el bienestar de los seres humanos y reconozca 
la necesidad de la libre determinación del pueblo puer-
torriqueño. 

Se levanta la sesión a las 18.10 horas. 
 


